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Dr. MURIEL MASSA ACOSTA 

JUEZ 14º CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN  

E. S. D. 

 

Ref. Demanda ejecutiva singular (acumulada) No. 2017- 00531-00 

Demandante: LUIS ALBERTO ROJO ZAPATA C.C. 3.490.500 

Demandados: DIEGO ALFONSO BELTRAN BUENAHORA C.C.1.128.264.560 en 

calidad de mandatario de la Unión Temporal V&D Vías y Desarrollo de 

Colombia NIT: 900.598.226-9 en la demanda principal y como Representante 

legal de CONSTRUREFORMAS S.A.S. NIT: 811.005.228-7 en la demanda de 

acumulación y JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ C.C. 10.546.787  

Asunto: Pronunciamiento memorial 04 mayo 2021- control legalidad 

perención, nulidad y desistimiento tácito 

 

ÁLVARO CALDERÓN ARIAS, mayor de edad,  domiciliado y residenciado en 

la ciudad de Bogotá D.C., identificado con la cédula de ciudadanía No. 

91.284.320 de Bucaramanga (Santander), abogado titulado e inscrito con 

Tarjeta Profesional No. 234.700 del Consejo Superior de la Judicatura, 

obrando en calidad de apoderado judicial del señor DIEGO ALFONSO 

BELTRÁN BUENAHORA, mayor de edad, domiciliado y residenciado en la 

ciudad de Medellín, identificado con la  cédula de ciudadanía No. 

1.028.264.560 de Medellín (Ant.), en calidad de mandatario de la Unión 

Temporal V&D VÍAS Y DESARROLLO DE COLOMBIA NIT: 900.598.226-9, en la 

demanda principal y en la demanda acumulada como Representante 

Legal de CONSTRUREFORMAS S.A.S. NIT: 811.005.228-7 por medio del 

presente escrito me permito efectuar lo siguiente: 

 

I. ANTECEDENTES  

 

En la demanda radicada por el demandante, en el cuaderno principal 

anexan el contrato de UNIÓN TEMPORAL V&D – VÍAS Y DESARROLLO DE 

COLOMBIA, fechado del 28 de febrero de 2013, en donde se asociaron bajo 

la modalidad “joint venture” para hacer la construcción de la doble calzada 

Buga – Buenaventura sector Zaragoza – Cisneros del Consorcio SSC 

Corredores Prioritarios, la firma ALBERTO ROJO CONSTRUCCIONES S.A.S. con 

una participación del 50%, la firma CONSTRUREFORMAS S.A.S. con una 

participación del 25%, y el señor JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ, como 

persona natural con una participación del 25%. 

 

Mediante acto jurídico fechado del 07 de mayo de 2014, el representante 

legal de la firma ALBERTO ROJO CONSTRUCCIONES S.A.S., transfiere el 50% de 

su participación del contrato de unión temporal a favor de la firma 

CONSTRUREFORMAS S.A.S. y al señor JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ, para 

que cada uno quedara con un porcentaje del 50% sobre el valor del 

contrato de obra. 

 

Como precio para la realización de dichos derechos en el contrato, se 

pactó la suma de $400.000.000, en donde los compradores suscribirían 10 

pagarés cada uno de $40.000.000, para tal efecto y de acuerdo con lo 

estipulado en la cláusula décimo tercera del CONTRATO DE CESIÓN Y VENTA 

DE CUOTAS SOCIALES DEL 07 DE MAYO DE 2014 (Véase Carpeta Nº 1 

Cuaderno Principal PDF “01Demanda Ejecutiva (1)” Pág. 14), los señores 

DIEGO ALFONSO BELTRÁN BUENAHORA y JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ, 



obrando en representación de la UNIÓN TEMPORAL V&D – VÍAS Y 

DESARROLLO DE COLOMBIA, suscribieron dichos títulos valores, obligándose 

a pagar a favor del señor LUIS ALBERTO ROJO ZAPATA, las sumas de dinero 

estipuladas en dicho negocio. 

 

Con la demanda, inicialmente se pretendió ejecutar los pagarés Nros. 006, 

007, 008, 009 y 010 (Véase Carpeta Nº 1 Cuaderno Principal PDF 

“01Demanda Ejecutiva (1)” Pág. 2 a 11); sin embargo, la demanda se dirigió 

en contra de los señores DIEGO ALFONSO BELTRÁN BUENAHORA en calidad 

de representante legal de la UNIÓN TEMPORAL V&D - VÍAS Y DESARROLLO DE 

COLOMBIA y JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ en calidad de representante 

legal suplente de la UNIÓN TEMPORAL V&D - VÍAS Y DESARROLLO DE 

COLOMBIA. 

 

Sin que el Juzgado 3 Civil Municipal de Oralidad de Medellín haya hecho un 

trato diferenciador de la calidad en que actuaban los demandados, en 

providencia del 28 de enero 2016, se libró mandamiento de pago en contra 

de los señores DIEGO ALFONSO BELTRÁN BUENAHORA como si éste se hubiese 

obligado como persona natural, y en cuanto al señor JORGE ENRIQUE 

RESTREPO SULEZ tampoco se precisó que éste respondía con su propio 

patrimonio por ser miembro de la UNIÓN TEMPORAL V&D - VÍAS Y 

DESARROLLO DE COLOMBIA, como persona natural. 

 

Debido entonces a que dicha modalidad de “joint venture” no tiene 

personería jurídica, sino que se trata de un contrato de colaboración 

empresarial de derecho privado, en donde cada uno de sus miembros, 

responden en la calidad en que hayan suscrito el contrato de unión 

temporal celebrado el 28 de febrero de 2013; fue así, como con base en los 

anteriores fundamentos el Juzgado 3 Civil Municipal de Oralidad de Medellín 

declaró la nulidad de todo lo actuado y agregó en las consideraciones que 

en las relaciones jurídicas de derecho privado, existen múltiples negocios a 

través de la cual dos o varias personas naturales o jurídicas, se pueden ligar 

contractualmente a fin de satisfacerse necesidades mutuas de contenido 

patrimonial e intentar obtener un lucro por la actividad que desarrollan 

profesionalmente. 

 

La actividad de la construcción, es una actividad empresarial que puede 

ser explotada por personas naturales o jurídicas, en donde el destinatario de 

sus servicios y desarrollos inmobiliarios, pueden ser el estado para poder 

cumplir sus fines sociales.  Cuando el destinatario del sector de la 

construcción es el Estado, la vinculación jurídica que constituye la fuente de 

las obligaciones, es el Contrato Estatal reglamentado por la Ley 80 de 1993, 

en donde lo no previsto se rige por lo dispuesto en el Código de Comercio, 

y el Código Civil.  

 

En el ejercicio de la libertad de constituir empresa, dos o más personas, 

pueden unirse contractualmente a través de una forma asociativa o de 

colaboración empresarial que en principio no está dirigida a constituir  una 

persona jurídica o moral, en donde dichos negocios son los conocidos en el 

comercio como los “joint venture”, que son una figuras jurídicas que 

nacieron del derecho anglosajón, pero  que en Colombia, algunas de sus 

manifestaciones son conocidas como Consorcios y Uniones Temporales. 

 



Si bien dichos actos jurídicos que se encuentran mencionados en la Ley 80 

de 1993, se rigen bajo el esquema del derecho privado, cuyos acuerdos 

entre empresarios - función económica del negocio – no tiene por objeto o 

finalidad la de crear una persona jurídica diferente a sus socios, sino que 

únicamente se trata de una vinculación contractual en la cual los 

contratantes buscan desarrollar operaciones conjuntas para obtener un 

lucro. 

 

Esa es la razón por la cual, los Art. 6 y 7 de la Ley 80 de 1993, les otorga a los 

consorcios y uniones temporales capacidad para celebrar contratos con el 

Estado, pero no porque se crea la ficción de persona jurídica diferente, sino 

porque cada uno de los miembros de dicha asociación en el negocio – 

“joint venture” –, se obligan personal y solidariamente por intermedio del 

vocero o mandatario que nombran en el contrato, quien actuará en 

nombre de todo el grupo de personas – naturales o jurídicas – que lo 

conforman. 

 

Esto significa entonces que, las personas que en el contrato figuren como 

representantes, no son más que mandatarios que se rigen bajo el esquema 

del contrato de mandato para desarrollar las negociaciones que son 

propias del negocio, de allí que cada acto que realicen en nombre del 

consorcio o unión temporal, realmente lo están haciendo en nombre de 

cada uno de los miembros que lo componen, de ahí que se haga evidente 

porque existe una nulidad en el proceso, por cuanto los demandados DIEGO 

ALFONSO BELTRÁN BUENAHORA y JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ no fueron 

citados realmente en la calidad en que deben responder. 

 

La nulidad de un proceso se define como la sanción que ocasiona la 

ineficacia de la actuación procesal como consecuencia de yerros formales 

que se incurre en el proceso. Ha sido considerado por los doctrinantes como 

una falta in procedendo o vicios de actividad cuando el juez o las partes, 

por acción u omisión infringen las normas contempladas en el Código de 

Procedimiento Civil, a las cuales deben someterse inexcusablemente para 

garantizar el debido proceso, pues ellas indican como deben, pueden, o 

que no deben realizar las partes que intervienen en el litigio. 

 

Las causales de nulidad en el anterior estatuto procesal vigente se 

encontraban en los Arts. 140 y 141, mientras que el estatuto actual se regula 

en el art. 133 de la ley 1564 de 2012, en donde en forma imperativa se 

dispone que el proceso es nulo por indebida representación, cuando se cita 

un representante legal de una sociedad mercantil como persona natural 

por el solo hecho de haber suscrito un documento cartular. 

 

Sumado lo anterior, ese despacho encontró que cuando la demanda no se 

encuentra en forma por una indebida integración de los litisconsorcios 

llamados a responder, el juez de forma oficiosa debe sanear los vicios para 

impedir que ocurra una denegación de justicia, como quiera que al interior 

del proceso debe prevalecer el derecho sustancial rompiéndose incluso los 

obstáculos de mero trámite de forma, en razón que no pueden ponerse en 

juego intereses superiores de la administración de justicia. (Art. 228 de la 

Constitución Política de 1991, Art. 1 y 2 del Código General del Proceso).  

 



Debido entonces que los actuales miembros de la unión temporal V&D - 

VÍAS Y DESARROLLO DE COLOMBIA, son la firma CONSTRUREFORMAS S.A.S. 

con una participación del 50%, y el señor JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ, 

como persona natural con una participación del 50%. 

 

Los anteriores antecedentes no son ajenos a la situación actual posterior a 

la nulidad ordenadas por el Juzgado 3 Civil Municipal de Oralidad de 

Medellín, es por tal motivo que traerlos a colación teniendo en cuenta que 

en hechos nuevos posteriores a la nulidad se continúan con los mismos 

errores. 

 

II. PRONUNCIAMIENTO 

 

FRENTE A LA SOLICITUD DE CORRECCIÓN DEL NOMBRE DE LOS DEMANDADOS 

PRESENTADO POR LA APODERADA DEL DEMANDANTE DRA. ANA MARÍA MESA 

ELNESER EN MEMORIAL DE FECHA 04 DE MAYO DE 2021 RADICADO 

ELECTRÓNICAMENTE EN EL CUAL SOLICITA SE CORRIJA LOS NOMBRES DE LOS 

DEMANDADOS RELACIONADOS EN AUTO DE FECHA 25 DE MARZO DE 2021 EN 

LOS SIGUIENTES HECHOS: 

 

1. Llama poderosamente la atención que a estas alturas del proceso, 

próximo a cumplir seis (6) años desde su radicación el 05 de agosto de 2015, 

haber pasado por 3 despachos diferentes; inicialmente en el Juzgado 15 

Civil del Circuito de Oralidad de Medellín quien la rechazó por 

competencia, que el Juzgado 3 Civil Municipal de Oralidad de Medellín la 

haya inadmitido, rechazado, negado reforma de la demanda e incluso 

decretar una nulidad, y actualmente en su despacho, donde la abogada 

no ha podido notificar al señor RESTREPO SULEZ de la demanda principal; 

todo lo anterior por el desconocimiento y errores cometidos por la Dra. ANA 

MARÍA MESA ELNESER apoderada del demandante, quien por no tener en 

cuenta que las uniones temporales no tienen vida jurídica y quienes 

responden por ellas son las empresas o personas naturales que la componen 

y  la incapacidad de notificar en debida forma durante varios años al señor 

RESTREPO SULEZ, ahora se le suma que la apoderada del demandante no 

tenga claro que, a partir del auto de fecha 13 de marzo de 2017 luego de 

decretada la nulidad de todas las actuaciones que anteceden a ese auto, 

a partir de ese momento el Juzgado 3 Civil Municipal de Oralidad libró 

mandamiento de pago contra  la sociedad CONSTRUREFORMAS S.A.S. y el 

señor JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ en calidad de integrantes de la Unión 

temporal V&D - VÍAS Y DESARROLLO DE COLOMBIA y que mediante auto de 

fecha 18 de octubre de 2017 el Juzgado 14 Civil del Circuito de Oralidad de 

Medellín libra mandamiento de pago contra la sociedad 

CONSTRUREFORMAS S.A.S. y otro. En consecuencia, la solicitud que hace la 

Dra. ANA MARÍA MESA ELNESER en memorial del 04 de mayo de 2021, carece 

de cualquier fundamento jurídico, lógico y ético, motivo por el cual desde 

ya solicito al despacho que desestime y no se acceda a la petición. (Ver a 

continuación acta individual de reparto, apartes del auto de fecha 13 de 

marzo de 2017 el cual se encuentra en la Carpeta Nº 1 Cuaderno Principal 

PDF “19AutoLibraMandamientoPagoLiquidacionCostas”, y, auto de fecha 

18 de octubre de 2017 el cual se encuentra en la Carpeta Nº 4 PDF 

“10AutoAdmiteDemandaAcumulación”): 

 

 



 

 
 

 

 

 
 



 
 

 

2.  Aunado lo anterior, al examinar el expediente original que reposa en 

el despacho, no se puede pasar por alto que el poder otorgado por el señor 

LUIS ALBERTO ROJO ZAPATA (Padre) a LUIS ALBERTO ROJO BERMÚDEZ (hijo) 

para que firmara el contrato de cesión y venta de cuotas sociales que dan 

origen para la firma de los pagarés, se evidencia que es una simple 

fotocopia, es decir, no hay poder original en el expediente. En todo caso, 

ese poder no facultaba al hijo para suscribir los pagarés que se 

desprendieran del contrato de cesión y venta de cuotas sociales. 

Igualmente, el contrato de cesión y venta de cuotas sociales de mayo 07 

de 2014 que da origen a la suscripción de los pagarés, carece de legalidad, 

toda vez que fue suscrito un día antes del poder, el cual tiene fecha del 08 

de mayo de 2014; es decir, el poder no lo facultaba para firmar el contrato 

de cesión y venta de cuotas sociales de mayo 07 de 2014, en ese orden, solo 

quedaba facultado para recibir únicamente el precio de la cesión y venta 

(Ver Contrato de cesión y venta de cuotas sociales en la Carpeta No 1 

Cuaderno Principal PDF ”01DemandaEjecutiva (1)” Págs. 12 a 19; y, el Poder 

Especial que Rojo Zapata (padre) le otorga a Rojo Bermúdez (hijo) del cual 

en el expediente no reposa original sino es una simple fotocopia, ver las 

Págs. 89 a 90). 

 

 



 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

3. Con base en lo anteriormente expuesto, esa serie de errores y 

vicisitudes han hecho confundir al Juzgado 3 Civil Municipal de Oralidad de 

Medellín hasta el punto que inicialmente se tenía por demandados a los 

señores DIEGO ALFONSO BELTRÁN BUENAHORA y JORGE ENRIQUE RESTREPO 

SULEZ en calidad de personas naturales (creencia errónea que actualmente 

tiene la apoderada del demandante y lo evidencia en el memorial que nos 

ocupa el día de hoy), llevaron incluso al embargo de un inmueble y a la 

solicitud de esta defensa para que levantaran esas medidas cautelares y 

que llevó a ese despacho a decretar la NULIDAD del proceso mediante auto 

interlocutorio No. 01653 de fecha 19 agosto de 2016, del cual me permito 

hacer énfasis en algunos apartes y haciendo claridad que el auto completo 

se encuentra en el la Carpeta Nº 1 Cuaderno Principal PDF 

“13AutoDeclaraNulidadInadmiteDemandaLevantaMedidas”, así: 

 

 
 

 



Como aspectos más relevantes en las consideraciones de esa nulidad el 

Juzgado 3 Civil Municipal de Oralidad de Medellín, manifiesta que: 

 

 
 

 

Luego entonces queda claro la postura del despacho descrita a 

continuación: 

 

 

 
 

 

Otra de las consideraciones más importantes y relevantes que hace el 

despacho se refiere al hecho de que: 

 



 
 

 

En el resuelve hay que destacar los numerales PRIMERO y CUARTO, pues en 

cuanto a lo demás, las medidas cautelares ya fueron levantadas: 

 

 

 

 

 
 

 

 



4. Una vez decretada la nulidad, el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICPAL 

DE ORALIDAD emite la providencia 393 de fecha 13 de marzo de 2017 que 

libra mandamiento de pago y ordena notificar a la sociedad 

CONSTRUREFORMAS S.A.S. por conducta concluyente, pero que en este 

auto quiero hacer énfasis en el numeral CUARTO, para poner de presente 

otro error craso que se comete por ese despacho (Ver A continuación, 

numeral CUARTO de la providencia 393 y el auto completo en la Carpeta Nº 

1 Cuaderno Principal PDF 

“19AutoLibraMandamientoPagoLiquidacionCostas”): 

 

 
 

Si analizamos detenidamente el folio 97 a que se hace referencia lo 

anteriormente relacionado, vemos que el Representante Legal de la 

sociedad CONSTRUREFORMAS S.A.S. quien causalmente es el mismo 

MANDATARIO de la UNIÓN TEMPORAL V&D - VÍAS Y DESARROLLO DE 

COLOMBIA señor DIEGO ALFONSO BELTRÁN BUENAHORA, no me ha otorgado 

poder para representar los intereses de la sociedad CONSTRUREFORMAS 

S.A.S. en la demanda principal, el poder a mi otorgado y autenticado en 

diligencia notarial y del cual se anexó copia del RUT, corresponde a la 

UNIÓN TEMPORAL V&D - VÍAS Y DESARROLLO DE COLOMBIA, que si bien es 

cierto, radique dicho memorial, pero quien debería estar notificado por 

conducta concluyente sería esa unión temporal, según el numeral PRIMERO  

del resuelve del auto No. 393 de fecha 13 de marzo de 2017 (Ver a 

continuación): 

 

 
 

Libra mandamiento de pago contra la sociedad CONSTRUREFORMAS S.A.S. 

y el señor JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ en calidad de integrantes de la 

UNIÓN TEMPORAL V&D - VÍAS Y DESARROLLO DE COLOMBIA. 

 

En consecuencia, se tiene notificada de forma errónea por conducta 

concluyente  a la Sociedad CONSTRUREFORMAS S.A.S., vulnerando así el 



derecho a la defensa y al debido proceso, por indebida notificación pues 

valga la aclaración, una persona puede ser representante legal de varias 

empresas, pero porque lo demanden por una de ellas, no significa que 

automáticamente quede demandado a nombre de todas las empresas a 

las que representa, pues se deja claro que el poder otorgado registrado en 

el  folio 97 corresponde a un poder especial que le otorga el señor  DIEGO 

ALFONSO BELTRÁN BUENAHORA al suscrito abogado ÁLVARO CALDERÓN 

ARIAS  en calidad de mandatario de la UNIÓN TEMPORAL V&D - VÍAS Y 

DESARROLLO DE COLOMBIA. (Ver poder folio 97, el cual se encuentra en la 

Carpeta Nº 1 Cuaderno Principal PDF “05PoderActaNotificacion”): 

 

 

 
 



 
 

No obstante, lo anterior al memorial y poder radicado en el Juzgado 15 Civil 

del Circuito, nunca se le impartió un trámite, incluso ese juzgado menciona 

que no hace ningún pronunciamiento porque la demanda ya estaba 

rechazada (Ver a continuación el oficio del juzgado 15 C.C. el cual se puede 

ver en la CARPETA 1, pdf 1 Demanda ejecutiva pag. 116): 

 

 
 



(Ver Providencia 393 de fecha trece de marzo de 2017 por medio de la cual 

el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE MEDELLIN resuelve 

librar mandamiento de pago y notifica por conducta concluyente, el cual 

se puede ver completo en carpeta 1 cuaderno principal PDF No. 19 Auto 

Libra Mandamiento de Pago): 

 

 



 

 



5. Pese a que en la contestación de la demanda que hace el suscrito, 

manifiesto que lo hago en calidad de apoderado de la UNIÓN TEMPORAL 

V&D - VÍAS Y DESARROLLO DE COLOMBIA y CONSTRUREFORMAS S.A.S, la 

realidad es que se trataba de una equivocación pues en la práctica no 

tenía poder para representar los intereses de esa sociedad (Ver apartes de 

la contestación y la contestación completa se puede ver en la Carpeta Nº 

1 Cuaderno Principal PDF “20EscritoContestacionDemanda”): 

 

 
 

 

6. Por otro lado y posterior a la nulidad, vemos que desde la subsanación 

de la demanda solicitada por auto de fecha 19 de agosto de 2016, se 

evidencian nuevos errores que se deben entrar a resolver por vía de 

reposición para ejercer control de legalidad y nulidad que tiene que ver con 

el hecho de que el poder otorgado por el demandante señor LUIS ALBERTO 

ROJO ZAPATA lo hace en calidad de persona natural para ejecutar los 

pagarés CON RELACIÓN CAUSAL DE CONTRATO DE CESIÓN DE DERECHOS 

EN PARTICIPACIÓN DE UNIÓN TEMPORAL, el error consiste en que el señor 

LUIS ALBERTO ROJO ZAPATA debería haber otorgado poder no solo como 

persona natural sino también como Representante Legal de la empresa 

ALBERTO ROJO CONSTRUCCIONES S.A.S. NIT. 900.043.951-9 (Ver a 

continuación apartes del poder y el poder completo se puede consultar en 

la Carpeta Nº 1 Cuaderno Principal PDF 

“18EscritoSubsanaRequisitosDemanda” Pág. 3): 

 



 
 

 

7. Otro aspecto importante tiene que ver con el hecho de que el 02 de 

junio de 2017 el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD mediante 

auto manifiesta que debido a que se debe procurar el impulso procesal, se 

le concedió a la parte demandante el término de treinta (30) días para que 

perfeccione la notificación de la parte demandada. Y ese despacho, le 

advierte que si la parte no cumple con la carga, se procederá a terminar el 

proceso por desistimiento tácito. (Art. 317 Ley 1564 de 2012), cabe aclarar 

que a la fecha han transcurrido exactamente 1.453 días, es decir, mas de 4 

años de proferido este auto y la Dra. ANA MARÍA MESA ELNESER apoderada 

del demandante no ha cumplido con dicha carga, pues a la fecha del 

presente escrito, el señor JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ no ha sido 

notificado de la demanda principal; por lo tanto, corresponde al JUZGADO 

14 CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLIN en cumplimiento del debido proceso y 

recta administración de justicia, dar terminación al proceso por desistimiento 

tácito. (Ver a continuación el auto de fecha 02 de junio de 2017, el cual se 

encuentra en la Carpeta No.1 PDF 

“21AutoIncorporaContestacionRequiereDesistimientoTacito”): 



 
 

 

8. Como si fuera poco todo lo anteriormente expuesto, se evidencia que 

la Dra. ANA MARIA MESA ELNESER inserta en la demanda como dirección de 

notificaciones del señor JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ la Carrera 78 No. 

30A-67 y manifiesta que no ha sido posible hacer efectiva esa notificación y 

aporta una nueva dirección de notificación al despacho correspondiente a 

la calle 20AN No. 4B bis No. 19. Barrio Rincón de la Estancia, Popayán (Ver 

solicitud a continuación, la cual se puede ver en la Carpeta Nº 1 Cuaderno 

Principal PDF “22EscritoCambioDireccionAutoAceptaCambioNomenclatura”): 



 

 



 
 

 

A la solicitud anterior, el despacho accede por medio de auto de fecha 31 

de julio de 2017 (Ver auto a continuación, el cual se puede ver en la Carpeta 

Nº 1 Cuaderno Principal PDF 

“22EscritoCambioDireccionAutoAceptaCambioNomenclatura” Pág. 12): 

 

 



 
En memorial que radica la Dra. ANA MARIA MESA ELNESER de fecha 25 de 

agosto de 2017, manifiesta que aporta constancia de notificación personal 

del señor JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ la cual no logró ser efectiva y deja 

como constancia certificado de SERVIENTEREGA mediante guía No. 

962649292 donde indica devolución “SE TRASLADÓ”, solicita que no se le dé 

aplicación al DESISTIMIENTO TÁCITO y bajo “LA GRAVEDAD DE JURAMENTO”, 

indica que desconoce el lugar actual constitutivo de domicilio o ubicación 

y asentamiento del demandado y solicita que se entienda surtida la etapa 

de notificación personal y en consecuencia, se ordene el emplazamiento 

(Ver memorial a continuación y se encuentra ubicado en la Carpeta Nº 1 

Cuaderno Principal PDF “23EscritoDiligenciaNotificacion”): 

 



 



 
 

 

9. Respecto al numeral que antecede y sin más consideraciones, se 

ponen de presente una vez más el error en el que ha hecho incurrir la Dra. 

ANA MARÍA MESA ELNESER a su despacho, haciéndole nombrar y dar por 

notificado al señor JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ por intermedio de un 

curador, pese a que no soy el defensor o apoderado de este señor y para 

evitar sentencias inhibitorias y perder más tiempo, se evidencia que la 

apoderada del demandante falta a la verdad con el agravante de que lo 

hizo bajo juramento, porque basta ver en el mismo escrito de la demanda 

en las pruebas las cuales se encuentran en la Carpeta Nº 1 PDF 

“01DemandaEjecutiva (1)” en la pág. 28 a 41 esta copia del CONTRATO DE 

OBRA CIVIL No. 009-2013 PARA LA CONSTRUCCION DE VIADUCTOS SUSCRITO 

ENTRE EL CONSOSRCIO SSC CORREDORES PRIORITARIOS Y LA UNION 

TEMPORAL V&D VIAS Y DESARROLLO DE COLOMBIA, del cual hace parte el 

señor JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ y que precisamente en la última 

página, se registra la dirección de notificación de la UNIÓN TEMPORAL V&D 

- VÍAS Y DESARROLLO DE COLOMBIA. 

 

 



 
 

Y en la página 41, es decir la última de ese contrato se registra la dirección 

de la unión temporal V&D VIAS Y DESARROLLO DE COLOMBIA en la cual se 

podría notificar al señor JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ  

 

 
En consecuencia, se evidencia que la apoderada de la demandada si 

conocía el lugar de trabajo y notificaciones del señor JORGE ENRIQUE 

RESTREPO SULEZ y que mintió al despacho al manifestar bajo juramento que 

desconocía la dirección de su lugar de trabajo. 

 



No obstante lo anterior en el expediente también se encuentra una 

dirección de notificación de la unión temporal V&D Vías y Desarrollo de 

Colombia de la cual el señor JORGE ENRIQUE RESTREPO SULEZ es 

representante legal suplente y donde pudo haber sido notificado, 

documento que fue aportado por el suscrito en el primer poder aportado al 

juzgado 15 civil del circuito de Medellín. (Carpeta cuaderno principal PDF. 

No. 1 pág. 115, se encuentra el RUT de la Unión Temporal V&D con su 

domicilio principal) 

 

 
 

 

 

10. La DEMANDA DE ACUMULACION de igual forma está viciada de 

legalidad al analizar el poder que el señor LUIS ALBERTO ROJO ZAPATA le 

otorga a la Dra. ANA MARIA MESA ELNESER lo hace como persona natural y 

no como Representante Legal de la empresa Alberto Rojo 

CONSTRUCCIONES S.A.S. NIT. 900.043.951-9, pero el error más grave en este 

poder es que lo otorga para demandar a la UNIÓN TEMPORAL V&D - VÍAS Y 

DESARROLLO DE COLOMBIA y por ninguna parte del poder lo faculta para 

demandar a la sociedad CONSTRUREFORMAS S.A.S. y al señor JORGE 

ENRIQUE RESTREPO SULEZ, entonces se debería también anular el auto de 

fecha 18 de octubre de 2017 emitido por el Juzgado 14 Civil del Circuito el 

cual admite la demanda de acumulación.  

 

(Ver poder otorgado para demanda de acumulación a continuación el 

mismo se encuentra en la Carpeta Nº 4 Demanda de Acumulación, PDF No. 

1 demanda de Acumulación pág. 8): 

 



 
 

11. Con base en todos los errores descritos en los numerales anteriores, la 

Dra. ANA MARÍA MESA ELNESER logra mantener el caos y logra confundir al 

JUZGADO 3 CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE MEDELLIN Y JUZGADO 

CATORCE CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLIN y es por tal motivo 

que, en auto de fecha 18 de octubre de 2017 ese despacho resuelve 

ADMITIR  la demanda de acumulación y en el numeral segundo de forma 

equivocada tiene por notificado por estado el mandamiento de pago de 

la primera demanda de acumulación de conformidad con el art 463 del 

C.G.P, y da por notificado a la empresa CONSTRUREFORMAS SAS, de la cual 

el poder para la demanda de acumulación, no la facultaba el demandante 

para demandar a esta sociedad. (Ver auto que admite demanda de 

acumulación a continuación la cual se encuentra en la Carpeta Nº 4, 



Demanda de Acumulación, PDF No. 10 Auto Admite demanda de 

Acumulación): 

 

 



 



III. SOLICITUD  

 

CON BASE EN LOS HECHOS ANTERIORMENTE EXPUESTOS, ME PERMITO 

SOLICITAR AL JUZGADO 14º CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN 

QUE SE REALICE CONTROL DE LEGALIDAD Y/O CORRECCIÓN DE YERRO 

PROCESAL POR VÍA DE REPOSICIÓN Y/O DE OFICIO O A PETICIÓN DE PARTE Y 

EN CONSECUENCIA SE DECRETE LA PERENCIÓN Y/O LA NULIDAD DE LA 

DEMANDA CGP ARTS 132-133 NUMERALES 4 Y 8, A PARTIR DE LA PROVIDENCIA 

390 DE FECHA 13 DE MARZO DE 2017 EMITIDA POR EL JUZGADO TERCERO CIVIL 

MUNICIPAL DE ORALIDAD INCLUSIVE Y DE AHÍ EN ADELANTE, TODAS LAS 

ACTUACIONES INCLUYENDO LA ADMISIBILIDAD DE LA PRIMERA DEMANDA  

ACUMULACIÓN E INCLUSO DESISTIMIENTO TÁCITO CON BASE EN LOS HECHOS 

EXPUESTOS ANTERIORMENTE. 

 

 

 

 

IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

CARTA POLITICA DE 1991 

 

Artículo 228 La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones 

son independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las 

excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho 

sustancial. 

 

Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 

preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y 

con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. 

 

Corte Constitucional 

 

El primer y principal llamado a la verificación de que el proceso no adolezca 

de vicios es el Juez, razón por la que, en todo proceso, siempre estará 

compelido a verificar los aspectos formales que eviten eventuales vicios o 

irregularidades. 

 
LEY 1285 DE 2009 

 

Artículo   1°. Modifica el Artículo 4 de la Ley 270 de 1996. Modifíquese el 

artículo 4° de la Ley 270 de 1996: 

 

Artículo 4°. Celeridad y Oralidad. La administración de justicia debe ser 

pronta, cumplida y eficaz en la solución de fondo de los asuntos que se 

sometan a su conocimiento. Los términos procesales serán perentorios y de 

estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su violación 

injustificada constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las 

sanciones penales a que haya lugar. Lo mismo se aplicará respecto de los 

titulares de la función disciplinaria. 

 

Artículo   23. Adiciona el Artículo 209A de la Ley 270 de 1996. Adicionase el 

Artículo 209A. 

 



"Mientras se expiden las reformas procesales tendientes a la agilización y 

descongestión en los diferentes procesos judiciales, adóptense las siguientes 

disposiciones: 

 

a) Perención en procesos ejecutivos: En los procesos ejecutivos, si el 

expediente permanece en la secretaría durante nueve (9) meses o más por 

falta de impulso cuando este corresponda al demandante o por estar 

pendiente la notificación del mandamiento de pago a uno o varios 

ejecutados de un auto cuando la misma corresponda adelantarla al 

ejecutante, el juez de oficio, o a solicitud del ejecutado, ordenará la 

perención con la consiguiente devolución de la demanda y de sus anexos 

y, si fuera del caso, la cancelación de las medidas cautelares evento en el 

cual condenará en costas y perjuicios al ejecutante. El auto que ordene 

devolver la demanda es apelable en el efecto suspensivo, y el que lo 

deniegue, en el devolutivo. 

 

Artículo 25. Artículo Nuevo. Derogado por el literal c del Artículo 626 de la 

Ley 1564 de 2012 Agotada cada etapa del proceso, el Juez ejercerá el 

control de legalidad para sanear los vicios que acarrean nulidades dentro 

del proceso, los cuales, salvo que se trate de hechos nuevos, no se podrán 

alegar en las etapas siguientes en aras de evitar dilaciones injustificadas. 

 

 

CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO LEY 1564 2012 

 

ARTÍCULO 1o. OBJETO. Este código regula la actividad procesal en los 

asuntos civiles, comerciales, de familia y agrarios. Se aplica, además, a todos 

los asuntos de cualquier jurisdicción o especialidad y a las actuaciones de 

particulares y autoridades administrativas, cuando ejerzan funciones 

jurisdiccionales, en cuanto no estén regulados expresamente en otras leyes. 

 

ARTÍCULO 2o. ACCESO A LA JUSTICIA. Toda persona o grupo de personas 

tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio de sus 

derechos y la defensa de sus intereses, con sujeción a un debido proceso 

de duración razonable. Los términos procesales se observarán con diligencia 

y su incumplimiento injustificado será sancionado. 

 

ARTÍCULO 317. DESISTIMIENTO TÁCITO. El desistimiento tácito se aplicará en 

los siguientes eventos: 

 

1. Cuando para continuar el trámite de la demanda, del llamamiento en 

garantía, de un incidente o de cualquiera otra actuación promovida a 

instancia de parte, se requiera el cumplimiento de una carga procesal o de 

un acto de la parte que haya formulado aquella o promovido estos, el juez 

le ordenará cumplirlo dentro de los treinta (30) días siguientes mediante 

providencia que se notificará por estado. 

 

Vencido dicho término sin que quien haya promovido el trámite respectivo 

cumpla la carga o realice el acto de parte ordenado, el juez tendrá por 

desistida tácitamente la respectiva actuación y así lo declarará en 

providencia en la que además impondrá condena en costas. 

El juez no podrá ordenar el requerimiento previsto en este numeral, para que 

la parte demandante inicie las diligencias de notificación del auto admisorio 



de la demanda o del mandamiento de pago, cuando estén pendientes 

actuaciones encaminadas a consumar las medidas cautelares previas. 

 

2.  Cuando un proceso o actuación de cualquier naturaleza, en cualquiera 

de sus etapas, permanezca inactivo en la secretaría del despacho, porque 

no se solicita o realiza ninguna actuación durante el plazo de un (1) año en 

primera o única instancia, contados desde el día siguiente a la última 

notificación o desde la última diligencia o actuación, a petición de parte o 

de oficio, se decretará la terminación por desistimiento tácito sin necesidad 

de requerimiento previo. En este evento no habrá condena en costas "o 

perjuicios" a cargo de las partes. 

 

El desistimiento tácito se regirá por las siguientes reglas: 

 

a) Para el cómputo de los plazos previstos en este artículo no se contará el 

tiempo que el proceso hubiese estado suspendido por acuerdo de las 

partes; 

 

b) Si el proceso cuenta con sentencia ejecutoriada a favor del demandante 

o auto que ordena seguir adelante la ejecución, el plazo previsto en este 

numeral será de dos (2) años; 

 

c) Cualquier actuación, de oficio o a petición de parte, de cualquier 

naturaleza, interrumpirá los términos previstos en este artículo; 

 

d) Decretado el desistimiento tácito quedará terminado el proceso o la 

actuación correspondiente y se ordenará el levantamiento de las medidas 

cautelares practicadas; 

 

e) La providencia que decrete el desistimiento tácito se notificará por 

estado y será susceptible del recurso de apelación en el efecto suspensivo. 

La providencia que lo niegue será apelable en el efecto devolutivo; 

 

f) El decreto del desistimiento tácito no impedirá que se presente 

nuevamente la demanda transcurridos seis (6) meses contados desde la 

ejecutoria de la providencia que así lo haya dispuesto o desde la 

notificación del auto de obedecimiento de lo resuelto por el superior, pero 

serán ineficaces todos los efectos que sobre la interrupción de la 

prescripción extintiva o la inoperancia de la caducidad o cualquier otra 

consecuencia que haya producido la presentación y notificación de la 

demanda que dio origen al proceso o a la actuación cuya terminación se 

decreta; 

 

g) Decretado el desistimiento tácito por segunda vez entre las mismas partes 

y en ejercicio de las mismas pretensiones, se extinguirá el derecho 

pretendido. El juez ordenará la cancelación de los títulos del demandante si 

a ellos hubiere lugar. Al decretarse el desistimiento tácito, deben desglosarse 

los documentos que sirvieron de base para la admisión de la demanda o 

mandamiento ejecutivo, con las constancias del caso, para así poder tener 

conocimiento de ello ante un eventual nuevo proceso; 

 

h) El presente artículo no se aplicará en contra de los incapaces, cuando 

carezcan de apoderado judicial.  



 

 

C.G.P. CAPÍTULO II NULIDADES PROCESALES CONTROL DE LEGALIDAD ART. 

132 Y 133 NUMERAL 4 y 8. 

 

Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o cuando 

quien actúa como su apoderado judicial carece íntegramente de poder. Y 

NUMERAL 8 cuando no se notifica en legal forma la notificación del auto 

admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de 

las demás personas, aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas 

como partes o de aquellas que deban suceder en el proceso o a cualquiera 

de las partes, cuando la ley a si lo ordena, o no se cita en debida forma al 

Ministerio Publico o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con 

la ley debió ser citado. 

 

Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar 

una providencia distinta del auto admisorio de la demanda o del 

mandamiento de pago, el defecto se corregirá practicando la notificación 

omitida, pero será nula la actuación posterior que dependa de dicha 

providencia, salvo que se haya saneado en la forma establecida en este 

código. 

 

Las demás irregularidades del proceso se tendrán por subsanadas si no se 

impugnan oportunamente por los mecanismos que este código establece. 

 

LEY 80 DE 1993 

 

ARTÍCULO 6o. DE LA CAPACIDAD PARA CONTRATAR. Pueden celebrar 

contratos con las entidades estatales las personas consideradas legalmente 

capaces en las disposiciones vigentes. También podrán celebrar contratos 

con las entidades estatales, los consorcios y uniones temporales. 

 

Las personas jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar que su 

duración no será inferior a la del plazo del contrato y un año más. 

 

ARTÍCULO 7o. DE LOS CONSORCIOS Y UNIONES TEMPORALES. Para los efectos 

de esta ley se entiende por: 

 

1o. Consorcio: Cuando dos o más personas en forma conjunta presentan 

una misma propuesta para la adjudicación, celebración y ejecución de un 

contrato, respondiendo solidariamente de todas y cada una de las 

obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato. En consecuencia, las 

actuaciones, hechos y omisiones que se presenten en desarrollo de la 

propuesta y del contrato, afectarán a todos los miembros que lo conforman. 

 

2o. Unión Temporal: Cuando dos o más personas en forma conjunta 

presentan una misma propuesta para la adjudicación, celebración y 

ejecución de un contrato, respondiendo solidariamente por el cumplimiento 

total de la propuesta y del objeto contratado, pero las sanciones por el 

incumplimiento de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato 

se impondrán de acuerdo con la participación en la ejecución de cada uno 

de los miembros de la unión temporal. 

 



PARÁGRAFO 1o. Los proponentes indicarán si su participación es a título de 

consorcio o unión temporal y, en este último caso, señalarán los términos y 

extensión de la participación en la propuesta y en su ejecución, los cuales 

no podrán ser modificados sin el consentimiento previo de la entidad estatal 

contratante. 

 

Los miembros del consorcio y de la unión temporal deberán designar la 

persona que, para todos los efectos, representará al consorcio o unión 

temporal y señalarán las reglas básicas que regulen las relaciones entre ellos 

y su responsabilidad. 

 

PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo derogado por el artículo 285 de la Ley 223 de 

1995. Entra a regir a partir de su publicación, según lo ordena el 

artículo 285 de la misma Ley>. 

 

PARÁGRAFO 3o. En los casos en que se conformen sociedades bajo 

cualquiera de las modalidades previstas en la ley con el único objeto de 

presentar una propuesta, celebrar y ejecutar un contrato estatal, la 

responsabilidad y sus efectos se regirá por las disposiciones previstas en esta 

ley para los consorcios. 

 

V. PRUEBAS 

 

Solicito tener como pruebas la demanda principal y la demanda de 

acumulación que reposa en su despacho, además de lo anterior en los 

apartes que se presentaron en este escrito, que de igual forma se 

encuentran en expediente que reposa en su despacho. 

 

VI. NOTIFICACIONES 

 

Las mismas que reposan en el cuaderno principal. 

 

Al suscrito abogado, puedo ser notificado electrónicamente al correo 

electrónico: abogadosjuriscred@gmail.com - Móvil y WhatsApp 3233900225. 

 

De usted, 

 

 

Señor Juez 

 

 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

ÁLVARO CALDERÓN ARIAS 

C.C. 91.284.320 de Bucaramanga (Santander) 

T.P. 234.700 del Consejo superior de la Judicatura 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0223_1995_pr005.html#285
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0223_1995_pr005.html#285
mailto:juriscred@gmail.com

